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1. El procedimiento excepcional previsto en 
el apartado 6 del artículo 228 del Tratado, 
que permite solicitar el dictamen del Tri­
bunal de Justicia sobre la compatibilidad 
de cualquier acuerdo previsto con las dis­
posiciones del Tratado, constituye un 
procedimiento especial de colaboración 
entre el Tribunal de Justicia, por una 
parte, y las demás Instituciones comunita­
rias y los Estados miembros, por otra, en 
el cual el papel del Tribunal de Justicia 
consiste en garantizar, conforme al artí­
culo 164 del Tratado, el respeto del Dere­
cho en la interpretación y aplicación del 
Tratado, en una fase anterior a la celebra­
ción de un acuerdo que pueda dar lugar a 
litigios sobre la legalidad de un acto 
comunitario de celebración, de ejecución 
o de aplicación. La finalidad de dicho 
procedimiento es evitar las complicacio­
nes que podrían surgir, tanto en el plano 
comunitario como en el de las relaciones 
internacionales, de una resolución judicial 
que declarara en su caso que un acuerdo 
internacional que obliga a la Comunidad 
resulta, a la vista de su contenido o del 
procedimiento seguido para su celebra­
ción, incompatible con las disposiciones 
del Tratado. 

2. Para apreciar en qué medida la falta de 
precisiones sobre el contenido de un 

acuerdo previsto afecta a la admisibilidad 
de una solicitud de dictamen dirigida al 
Tribunal de Justicia con arreglo al apar­
tado 6 del artículo 228 del Tratado CE, es 
necesario distinguir según el objeto de 
dicha solicitud. 

Cuando se trata de resolver una cuestión 
relativa a la competencia de la Comuni­
dad para celebrar un acuerdo, interesa a 
las Instituciones comunitarias y a los 
Estados afectados, incluidos los Estados 
terceros, que dicha cuestión quede acla­
rada desde la apertura de las negociacio­
nes y antes incluso de que se negocien los 
puntos esenciales del acuerdo, siendo el 
único requisito que se conozca el objeto 
del acuerdo antes de iniciar las negocia­
ciones. 

En cambio, cuando el Tribunal de Justicia 
debe pronunciarse sobre si un acuerdo 
previsto es compatible con las disposicio­
nes del Tratado, es necesario que dis­
ponga de información suficiente sobre el 
propio contenido de dicho acuerdo. 
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Esta es la razón por la que, al sometérsele 
la cuestión de si la adhesión de la Comu­
nidad al Convenio Europeo para la Pro­
tección de los Derechos Humanos y de 
las Libertades Fundamentales sería com­
patible con el Tratado, el Tribunal de Jus­
ticia puede emitir un dictamen sobre la 
competencia de la Comunidad para pro­
ceder a dicha adhesión aunque no se haya 
decidido aún la apertura de negociaciones, 
pues el objeto general del Convenio, la 
materia que regula y el alcance institucio­
nal de dicha adhesión para la Comunidad 
son perfectamente conocidos, pero no 
puede en cambio emitir un dictamen 
sobre la compatibilidad de la adhesión a 
dicho Convenio con las reglas del Tra­
tado, al no disponer de precisiones sobre 
las modalidades de la adhesión y en espe­
cial sobre las soluciones previstas en lo 
que respecta a la forma concreta de sumi­
sión de la Comunidad a los mecanismos 
actuales y futuros de control jurisdiccio­
nal establecidos por el Convenio. 

3. Se deduce del artículo 3 B del Tratado, 
que establece que la Comunidad actuará 
dentro de los límites de las competencias 
que le atribuye el Tratado y de los objeti­
vos que éste le asigna, que la Comunidad 
sólo dispone de competencias de atribu­
ción. El principio de las competencias de 
atribución debe ser respetado tanto en la 
acción interior como en la acción interna­
cional de la Comunidad. La Comunidad 
actúa normalmente basándose en compe­
tencias específicas que no deben necesa­
riamente resultar expresamente de dispo­
siciones específicas del Tratado, sino que 
pueden también deducirse implícitamente 
de dichas disposiciones. Cada vez que el 

Derecho comunitario atribuye a las Insti­
tuciones de la Comunidad competencias 
en el ámbito interno con el fin de alcanzar 
un objetivo determinado, la Comunidad 
está facultada para contraer las obligacio­
nes internacionales necesarias para la con­
secución de este objetivo, aun cuando no 
exista una disposición expresa al respecto. 

4. El artículo 235 tiene por objeto suplir la 
inexistencia de poderes de acción conferi­
dos expresa o implícitamente a las Institu­
ciones comunitarias por disposiciones 
específicas del Tratado, en la medida en 
que dichos poderes resulten no obstante 
necesarios para que la Comunidad pueda 
ejercer sus funciones con vistas a alcanzar 
alguno de los objetivos establecidos por el 
Tratado. 

Al ser parte integrante de un orden insti­
tucional basado en el principio de las 
competencias de atribución, dicha dispo­
sición no puede servir de base para 
ampliar el ámbito de competencias de la 
Comunidad más allá del marco general 
que resulta del conjunto de las disposicio­
nes del Tratado, y en particular de las que 
definen las misiones y acciones de la 
Comunidad. En cualquier caso, no puede 
servir de fundamento para la adopción de 
disposiciones que, en definitiva, tuviesen 
por resultado una modificación del Tra­
tado efectuada sin respetar el procedi­
miento de modificación previsto en el 
mismo. 
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5. Los derechos fundamentales forman parte 
de los principios generales del Derecho 
cuyo respeto garantiza el Juez comunita­
rio. A este respecto, el Juez comunitario 
se inspira en las tradiciones constituciona­
les comunes de los Estados miembros así 
como en las indicaciones proporcionadas 
por los instrumentos internacionales rela­
tivos a la protección de los derechos 
humanos con los que los Estados miem­
bros han cooperado o a los que se han 
adherido. Dentro de este contexto, el 
Convenio Europeo de Derechos Huma­
nos, al que se hace referencia, entre otros, 
en el apartado 2 del artículo F del Tratado 
de la Unión Europea, reviste un signifi­
cado particular. 

6. En el estado actual del Derecho comuni­
tario, la Comunidad no tiene competencia 
para adherirse al Convenio Europeo para 
la Protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales, pues, 
por una parte, ninguna disposición del 
Tratado confiere a las Instituciones comu­
nitarias, con carácter general, la facultad 
de adoptar normas en materia de dere­
chos humanos o de celebrar convenios 

internacionales en este ámbito y, por otra, 
no es posible invocar el artículo 235 del 
Tratado para proceder a dicha adhesión. 

En efecto, aun cuando el respeto de los 
derechos humanos constituye un requi­
sito para la legalidad de los actos comuni­
tarios, la adhesión de la Comunidad al 
Convenio Europeo de Derechos Huma­
nos entrañaría un cambio sustancial del 
actual régimen de protección de los dere­
chos humanos, en la medida en que implic 
cana la inserción de la Comunidad en un 
sistema institucional internacional dis­
tinto y la integración de la totalidad de las 
disposiciones del Convenio en el ordena­
miento jurídico comunitario. Una modifi­
cación semejante del régimen de protec­
ción de los derechos humanos en la 
Comunidad, cuyas implicaciones institu­
cionales serían asimismo fundamentales 
tanto para la Comunidad como para los 
Estados miembros, tendría una enverga­
dura constitucional y sobrepasaría pues, 
por su naturaleza, los límites del artícu­
lo 235. Dicha modificación únicamente 
puede realizarse a través de una modifica­
ción del Tratado. 
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